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1. PROLEG~MENOS 

L as seiitencias udicioles deben hacer realidad la aspiracion 

a la lustcia de quienes plantean uno Itis ante un organo 

urisdiccional, esto es, que en e coso coricreto efectivamente 

se satisfagan las expectatvus de los proinoventes al rriorrierito 

de orudir a la iurisdiccion 

En otro coiitexto, a s  decisiones iurisdiccioiiales no sólo 

dirimen controversias en casos coricretos, adeinás, constituyen 
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ejes de interpretación de las normas contenidas en las deno- 

minadas fuentes formales del derecho: lo ley, la costumbre, 

la jurisprudencia y la doctrina. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

Norma Suprema del ordenamiento legal de nuestro país, en 

su artículo 14, establece: la interpretación jurídica de la ley 

debe ser conforme a la letra de lo ley (método gramatical), 
su interpretación jurídica (la integración o clarificación de la 

ley derivada de la jurisprudencia), y finalmente, en caso de 

falta de esta última, atender a los principios generales 

de derecho (lo razones que subyacen en todo orden normativo 
ante cuya ausencia se puede estimar que no existe derecho). 

Las acciones de inconstitucionalidad tienen por objeto 

establecer la posible contradicción entre una norma de carác- 

ter general y la Constitución. Además, a través de esa vía, sólo 

se puede declarar la invalidez de las normas impugnadas, 

siempre que las sentencias obtengan una mayoría calificada 

de ocho votos de los Ministros presentes. 

N o  puede obviarse que al  dirimir una contienda de estas 

características, el Poder Judicial de la Federación está reali- 
zando una interpretación de la Constitución. En este contexto, 

el artículo 94, párrafo octavo, de la Carta Fundamental mexicana 

señala expresamente que la ley fijará los términos en que sea 
obligatorio lo jurisprudencia que establezcan los tribunales 

del Poder Judiciol de la Federación sobre lo interpretación de 
la Constitución, así como los requisitos para su interrupción 

y modificación. 

La Ley Reglamentaria de las Fracciones I y I I  del Artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi- 
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canos establece que a los sentencias emitidas en las acciones 

de inconstitucionalidod se les aplican los dispositivos estable- 

cidos para las controversias constitucionales, entre ellos el 

ortícuo 43.'Así, el precepto riiencionado de la norma regla- 

mentaria en materia de controversias constitucionales y accio- 

nes de inconstitucionalidod, expresamente señala que las 

razones contenidas en los coiisiderondos que funden los reso- 

lutivos de las sentencias aprobadas por cuando menos ocho 

votos, serán obligatorias poro las Salas, Tribunaes Unitarios 

y Colegiados de Circuito, Juzgados de Distrito, tribunales m i i -  

tares, agrarios y ludicioles del orden común de los Estados y 

del Distrito Federal, y administrativos y del trabaio, sean estos 

locales o f e d e r a l e ~ . ~  

Lo oiiterior implica una extensión de la competencia en 

materia de emisión de iurisprudencia a favor de lo Suprema 

Corte de Justicia de la Noción, puesto que, a o s  casos esta- 

blecidos en los artículos 192, 193 y 197 de la Ley de Amparo 

Regloinentorio de los Artícuos 103 y 107  de lo Constitución 

Política de o s  Estados Unidos Mexicanos, se agrega e conte- 

nido en el artículo 43 de la Ley Reglamentaria de las Fraccio- 

nes l y l l  del Artículo 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

P 0 ~ i i ~ 1 o  73 rle l o  Ley Reglciiri.niaio d e  :oi i i o c r o n e i  1 y 1 1  < le  A r i c u o  105 r!? 

1 0  ( oni.i.iroii Po i l co  de los Estodos Undos M r x c a r i o r  

F i to  i e  i r f r e i i do  i o n  o (iiripludriiio de i u b a  JllRlSPRUIDFNClA TtENtN ESE <.ARAC~ 
TFR 1'5 RPLONtS CONTENIDAS EN LOS CONSIDERANDO5 OlJE FIJNUEN LOS RESOIId~ 
TVOS L i t  LAS S€NTFNClAS EN CONTK<iVERSlFS CONSTlTLlClON/ilE'~ Y ACCIONES DE 
N (  ON\TlTUClONALlDAU. PPR LO QUE SON (>BLlGATORlíiS PARA LOS TRIBUNALES C O L k ~  
GAClO: DE CIRCUITO EN TERMINOS UELACUFKDO GENCRAL 1 ~ 2 0 0 1  D t l  PLENO CIE LA 
SUPKEMI CORTE DE Jl lSTlCA DE LA N P C O N  Jiiilrprudenca l o  i l  2 i2004  Resou io i i  
oprubo<lc~ p o  a P~n ie ra  Salo de este Allo Trhunol. en sri8t,(~ de 28  de elieru de 2004 
S < ~ ~ i i i r o i o  Judicr i l  <ir 11, Frderoc ion  y s u  (;a~rili " l o v i n o  Epoio ,  Torna XX. m a r l o  (le 
7001 i, 130. LIS 181938 
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2. LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 4/2004, 
PROMOVIDA POR DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA 

TERCERA LEGISLATURA DE LA ASAMBLEA 
LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL 

Lo asentado sirve de marco conceptual para el análisis de la 

acción de inconstitucionalidad 4/2004,4 promovida por Dipu- 

tados Integrantes de la Tercera Legislatura de la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal, su trascendencia radica en 

que realizo una interpretación del régimen de responsabilidad 

patrimonial aplicable al  Distrito Federal, a la luz de la reforma 

al  artículo 1 1  3 de la Constitución Política de los Estados Uni- 

dos  mexicano^,^ se diserta sobre la responsabilidad objetiva 

y subjetiva del Estado en términos de la doctrina y el derecho 

comparado, y se emite una serie de jurisprudencias que consti- 

tuyen criterios a los que se puede acudir para plantear reclamos 

relacionados con la actividad irregular de la administración 

pública ante los órganos jurisdiccionales, lo que permitirá a 

los Jueces dirimir en el futuro los controversias que se pongan 

a su consideración y a los litigantes partir de bases sólidas 

para elaborar sus reclamos. 

Además, en el contexto del sobreseimiento de los artículos 

389 y 391 del Código Financiero del Distrito Federal, derivado 

de una reforma legislativa, se advierte un interesante debate 

relacionado con el carácter de los enunciados prescriptivos 

entre la mayoría de los Ministros y el disidente, Ministro José 

Ramón Cossío Díaz, en su voto concurrente. 

-- 

a Cabe destocar que lo i e n t e n r o  emitda cn lo occion de in ioni t tucionol idod re publicó 
e n  Ibid.. Novena Época, Tomo XXVll, obril de 2008. p. 121  1; IUS: 20920.  

Pubcodo en e Diorio Oficial de la Federoridn (DOFJ e 14 de ) u n o  de 2002 La e e -  
cviorio fue publiada en la misma fuente d e  1 8  de a b r  de 2008.  



E l  acto legislativo impugnado se relaciona cori la discusión 

y aprobación de los artículos 389, 390, 391 y 392 del Código 

Financiero paro e Distrito Federal y e decreto de presupuesto 

de egresos del Distrito Federal, para el ejercicio del año 2004, 

ambos publicados el 26  de diciembre de 2003 en a Gaceta 

Oficiul del Distrito Federal, por la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal, l l l  Legislatura. 

E l  núcleo de a decisión iurisdiccional contenida en a 

sentencia de a acción de inconstitucionaidad 4/2004 es 

siinple en su estructura. En efecto, en el Considerando Sexto 

se realiza el estudio de los conceptos de invalidez, excepto el 

orticulo 391, por el sobreseirniento decretado, conceptos de 

invalidez que se consideraron fundados eri parte e infundados 

en la otra, como se desprende del cuadro siguiente: 
p~-~ ~~ 

Art$cuio Concepto Decisión 

del Codigo 1 de invalidez Suprema Corte 

Financiero 

3 8 0  

uri i ~ s t r n o  de  respoi i ia  insnio,  rio n p l i o  coliio 3 8 9 d e l C o d g o F i ~  

b d u d  p o t r r ~ i o r i o l  s u b  erroneomecite li, r e i i a a r i  rinnciero d e  rjstrw 

e t i vo  e n d i r e c i o  pueitci  o i  promovente i ,  ei q u e  t o  Fcder i i  v g c n t ~  

que r o g u c r i  sufre unu una v e r p r o d u < d o  u i idor io  eii dos m cuotro 

i o i e i t a c 6 n  o un da i io  eii 

' s u s  b e i i e s  o dere<lior roi i  

i m n t v o  de  la  a r t v i d o r i  

odminstrat iva d e  G o b e i  

no Loca,  pr i inero deber<  

i i i i o r  el p r o c e d r n e n t o  

<oireipondiente, en el c u o  

se determnora i e oc io 

i O liecho imputado a g o  

' b ~ e r n o  d c  a c i u d o d  se 

eii lk1 c s f r r o  d r  un p o r t c u  

l o r  deba n d e i n n i r 6 r i e l e  

d r  m a n e r o  au -o ino t i ca .  

puer to  que porc e l lo   de^ 

ben concurr ir  elernei i ios 

tales io i l io  a )  3  m i p i i t o ~  

b i d o d  mate ro l  d e  ocio o 

l iecho o Estado en e e i i l ~  

r i o  d c  sur f i in iones.  b) el  

o c r e d ~ t o r n ~ e i i i o  d c  c u m ~  
-- 
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También es Infundada a 

afirmación de que el p r e ~  

citodo orticulo 389, al  

asociar el doño con " o c t i ~  

vidad ilícita, re actualizo 
la responrobilidad rubie- 

tiva, lo que contraviene 

lo dispuesta por el ariículo 

1 13 conrtitucionol. Lo on- 

lerior, porque o que se 

toma en cuenta no es el 

opegó o no a los disposi- 

ciones legoles y admin i r  

trativas, lo cual implica un 

juicio valorativo. con o 

que re elimina el cnriicter 

o b l e t v o  y d r e c t o  que 

caracterizan a la respon- 

iab i idad patrimonial del 

Eztodo 

pimiento irregular de los 
deberes  y obligaciones 

impuestos legolmente; c) la 

exrfencia de un daño cier- 

to; y. d) el nexo rniisnl entre 

el hecho o acto ad rn in r~  

trativo y e doño ocario- 

nado a particular. 

E requisito de que debo 

agotarse un procedimien~ 

lo, t e n e  como finaidod 

precisamente el que re 

determine si concur ren  

tales elementos o no y, 

en caro positivo, hacer la 

cuantificación del monto a 

indemnizar, máxime que, 

como reñaon los msrnos 

promoventer o o largo de 

su demanda, en o gene- 

r o c ó n  del daño pueden 

concurrir diversos foc to~  

res, que coma vimor pre- 

viomente pueden nfluiren 

la determinoción de lo 

responsabilidad del Erfado, 

por o que el concepto de 

involider hecho valer devie~ 

ne infundada. 
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1 concepto de culpa o de 1 
dolo, l o  que encuodroria 

lo rerponrabilidod r u b e -  

tiva, sino el octo u omisión 

rreguores del Estodo, al 

incumplir con o normaf i~  

vidad propia y los  d i r p o ~  

riciones administrativos 

que debe obiervor en sur 
octuociones. Es co ro  que, 

en reolidod, e texto del 

primero y cuarto pórrofai 

del precepto atacodo no 

contrarian \o dispuesto en  

e l  articulo 113 constitu~ 

c o n a ,  pues la inclusión 

de la conducto irregular de 

la actuación d e  Estodo, 

como rousa generodoro 

desu rerponsobilidod p a ~  

trmonal,  es acorde con el 

sentido de responsobili- 

dod objetiva y dwcta   con^ 

tenido en el precepto i o n s ~  

titucional citodo, como re 

explicó en pórraios p r e i e ~  

debe haber un recono- 

im ien to  de lo autoridad 
de que existe la couso de 

la rerponrobilidad y, como 

consecuencia, o obliga- 

ción de pago, lo que con- 

traviene o dispuesto por e 

pórrnto segundo del or- 

ticulo 113 canstitucionol, 

puerto que a rerponro- 

bilidad patrimonial del E s  

que servirón como jur t i f i  

cantes del gorto c o r r e r  

pondiente o l  poga  d e  
indemnizaiioner derivodar 

de a rerponsabilidod por 

la octuoción administrati- 

vo irregulaidel Distrito Fe- 

deral Ahora bien, el pago 

indemnizotor io por  un 

daño causado e l  los b e -  

ner o derechos de un par- 

do, por o que es 

procedente r e c o ~  

nocer l o  volidez 

d e  oiticulo 390del 

Códgo Financiero 
del Dtstrito Federal. 
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todo no  esto sufeto a l  

reconocimiento de indem- 

nizor o no, como si se tra- 

tara de una concesión 

unilateral, toda vez que 

este numeral conrtitucio- 

no1 consagra lo garontio 

de integridad patrimonial. 

t iculotnopuedeserauto- 

m6tic0, pues es menester 

que ae verifiquen oquellos 

requisitortendenteroocre- 

ditar lo exirtencio real del 

doño, que éste seo impu- 

table al  Ertodo, que hoyo 

existido el incumplimiento 

de un deber por acción o 

por omisión (lo folta de 

servicio) y el nexo causal 

entre lo actuación admi- 

nistrativo y el daño, por lo 

que el que se preveo que 

debe existir una reroluci6n 

que determine el pago, no 

implica que re trate de 

uno "concesión unilateral", 

sino del cumplimiento de 

requisitos legales necera- 

rior, máxime tomando en 

cuento que el gasto de los 

recursos de que dispone el 

Estado, deben ser siempre 

debidamente comprobo- 

dos por ser de cardcter 

público. 

Contraviene el espíritu del 

ortículo 1 1  3, pórrofo re- 
gundo, conrtitucionol, yo 

que otorga lo focultod de 

emprender en cualquier 

caso el procedimiento 

adminislrativo de ejecu- 

ción, cuando el Ertado pa- 

gue una indemnización o 

un particular, sin tomor en 

cuento que no siempre el 

hecho o acto doíioro será 

atribuible a l  serv idor  

niiblico. 

Resulta evidente que sn el 

procedimientoadminirtra- 

tivo de ejecuci6n directa- 

mente se exige el pago de 

un crhdito de corócter f i r -  

colque ya e ~ t 6  determina- 

do,enelque,porrupuerto, 

el deudor re encuentro 

plenamente identificodo. 

En el precepto impugno- 

do, no se preve que re sigo 

un procedimientoen elcuol 

el seniidor público ol que 

re imoute lo falto causante 

Se declara lo inva. 

lidez del orticulc 

392, en lo porci6r 

normativo que in. 

dico: ' ... mediontt 

el procedimienk 

administrativo dt 

eiecucibn", del Có. 
d igo  Financierc 

del Distrito Federo 

vigente en el ejer 

cicio fiscal de do: 

mil riiotro. 



COMENTARIO DEL INSTITUTO DE INVESTIGACIONES IURDICAS DE LA UNAM 99 

En general Que los preceptor impug~  

nador, a regular lo res- 

ponrabilidod potrimoniol 

del Gobierno del Distrito 

Federol en forma diversa 

o como lo  establece lo 

Constitución Federal en 

el orticula 1 1  3 y en el tran- 

sitorio único del decreto 

por el cual re reformó el 
precitodo aitículo,vulneran 

e principio de rupremocia 

constitucional que conra- 

del hecho doñoro que  ha^ 
yo dado lugar a pago de 

le indemnizocion a por- 

t~cuor,  tengo oporiunidod 

para intervenir, con la 

poribl idod de conocer las 

mputoiioner que r e  e  ha^ 
gnn, aportar ~ r u e b a s  y 

rsoliror oegotor, es decr, 

que re asegure e acceso 

o uno defenro adecuada, 

eii  cumplimieoto de la g a ~  

rantio de audiencia  con^ 

sagroda por el articulo 14 

conrtituciono. Por tanto, 

ha lugor a deco ra r  su  

nconrtitucionoldod, ú n i ~  

comente en o porcón no r~  

motiva que senala  me^ 

diante el procedimiento 

administrativo de e i e c u ~  

c ión, publicado e n  a 

Gaceta Oficial del Distrito 

Federal,  el veintiséis de 

diciembre de dos mil tres. 

Además, como consecuen~ 

cio, vulnera e artículo 133 

de la Constitución Federal. 

Como conrecuen- 

cio del reconoci~ 

miento de voider 

de o s  o r t i cuos  

389,  pr imero y 

cuorto párraior,  

y 390 del Código 

Financiero d e  D i r ~  

trito Federal, rerul- 

tan inatendibler los 

a rgumen tos  de 

los promoventer 

en cuanta aducen 
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de lo Constitución 

Federal, todo vez 

que su pretendi- 

do troníyrerión se 

hacía derivar de 

la supuerto  violo^ 
c ión  a l  a r t ícu lo  

1 1  3, segundo pá- 

rrofo, del propia 

o r d e n a m i e n t o  

yra el  orfículo 133 conr- 

t i tucion~~l.  

En el considerando séptimo se establece que, como con- 

secuencia de la invalidez decretado a la porte normativa del 

artículo 392 del Código Financiero del Distrito Federal, para 

el eiercicio 2004, éste debe leerse: "El Distrito Federal exi- 

girá de los servidores públicos el pago de la indemnización 

hecha a los particulares, a que se refiere el artículo 389". 

que ron violototios 

del pr incipio de 
suprernacio conr- 

titucionol previsto 

en el adiculo 133 

Por último, en los resolutivos segundo, tercero y cuatio 

de la sentencio establece que: se sobresee respecto de los 

artículos 389, párrafos segundo y tercero, y 391 del Código 

Financiero del Distrito Federal, vigente en el ejercicio fiscal 

de 2004; que se reconoce la validez de los artículos 389, párro- 

fos primero y cuarto, y 390 del Código Financiero del Distrito 

Federal, vigente en el eiercicio fiscal de 2004; y que se declara 

la invalidez del otiículo 392 del Código Financiero del Distrito 

Federal, vigente en el eiercicio fiscal de 2004. 

No obstante, doctrinalmente es más trascendente el estu- 

dio del considerando quinto de la acción de inconstitucio- 
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nalidad 4/2004, porque ahí el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación realiza un análisis de la responsa- 

bilidad patrimonial de la administración pública a la luz de 

la reforma constitucional de 14 de iunio de 2002.  

Así, los argumentos de lo justificación contenida en el 

Considerando Quinto son: 

a) Q u e  hasta hace cuatro anos, el régimen de respon- 

sabilidad del Estado era de inspiración civilista, ciiyo 

sustento giraba en torno de la responsabilidad subje- 

tiva y la culpa para determinar la responsabilidad patri- 

monial de la administración. 

b) Que  la reforma de 2002 tuvo el objeto de resolver la 

dicotomía "responsabilidad objetiva-responsabilidad 

subjetiva en que se debatía la doctrina imperante 

sobre el tema. 

c) De las iniciativas destaca las presuntas dificultades 

de la teoría de la culpa en su "pretendida aplicación 

a las acciones u omisiones ilícitas de la administra- 

ción pública, y más precisamente dicho de sus ser- 

vidores públicos", que son: 1. Impunidad, ante la 

imposibilidad de identificar a los autores materiales 

de danos impersonales o anónimos', en una adminis- 

tración pública compleja y tecnificada; 2 .  Imposibi- 

l idad para el particular de probar el actuar i lícito 

de los servidores públicos, o sea su culpabilidad; 

3. La teoría de la culpa no comprende la responsa- 

bilidad por la producción de danos como consecuencia 

del actuar lícito o normal de lo administración pú- 
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blica, y 4. La teoría de la culpa sólo puede predicarse 

de personas físicas con voluntad propia y no del 

Estado. 

d) Destaco la instauración en México de un sistema de 
responsabilidod potrimonial del Estado directo y ob-  

jetivo, entendido en términos amplios, de tal forma 

que pudiera exigirse al Estado la inmediato reporación 

del doti0 causado, con base en la sola existencia de 

éste, apartándose de manero expreso de la calificación 

del posible dolo. 

e) Señala que de conformidad con lo propia naturaleza 
del Estado, lo actividad estatal sólo se concibe a tra- 

vés de acciones u omisiones de sus órganos (funcio- 

narios y empleodos), desarrollándose la teoría de la 

responsabilidad directa, consistente en que el Estado 

asume que los agentes públicos son "órganos" suyos, 

integrantes de la estructura misma del Estado; por 

tanto, cualquier conducta o actuación de dichos órga- 

nos que cause un daño le es directomente imputable 

al mismo. 

f) Distingue entre responsabilidad objetivo y subietivo, 

destacando que en lo primera se tiene en cuenta el 

hecho datioso, del cual deriva el daño respectivo, es 

decir, surge del hecho o acto de omisión o de obsten- 

ción, yo que toma en cuenta esencialmente el incum- 

plimiento del deber, prescindiendo de la ideo de 

culpa, en tanto que la responsabilidad subietivo con- 

sidera la parte intelectual, psíquica del autor del 

hecho, siendo lo base de tal responsobilidad la noción 

de culpa. 
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g) Además, diserta sobre la categoría de responsabilidad 
extracontractual del Estado por actividad lícita e ilícita; 
afirmando, que se ha aceptado que el Estado tiene 

la obligación de indemnizar por el daño que cause 

con motivo de su actividad "ilícita", "irregular" o "defec- 

tuoso" de lo función administrativa (términos utilizados 

como sinónimos); en el derecho comparado se ha 
atribuido como fundamento formal de la responsa- 

bilidad del Estado por su comportamiento omisivo a 

la "falta de servicio, entendiéndose por servicio, una 

noción más amplia que el servicio público, compren- 
diendo todo la actividad jurídica o material emanada 

de los poderes públicos que constituye lo función admi- 

nistrativa; debiendo apreciarse esa falta no en relación 

a la culpa del agente sino de acuerdo con las leyes y 

reglamentos que rigen la función (el servicio) y el daño 

causado al  administrado. 

h) Destaco también, que en algunos países, con una 
evolución mayor en  el temo de la responsabilidad 

extracontractual del Estado, también se acepto la res- 

ponsabilidad de éste, cuando con motivo de su acti- 

vidad administrativo lícito o regular cause un daño o 

un particular, habiéndose reconocido doctrinario y juris- 

prudencialmente que el fundamento de tal obligación 

consiste en la corrección del desequilibrio causado, 

pues resulta injusto que los daños pesen sobre un 

sujeto particular y no sobre toda lo comunidad, es 
decir, lo responsabilidad se funda en la igualdad frente 

a los cargas públicas. 

Así, el Pleno de la Supremo Corte de Justicia de lo Nación 

asienta qué debe entenderse por responsabilidad directa del 
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Estado; qué quiere decir responsabilidad obietiva del mismo 

y qué se entiende por actividad administrativa irregular. 

a) La responsabilidad directa del Estado la define, des- 

pués de comparar el articulo 1 13 de lo reforma cons- 

titucional de dos mil dos, con el artículo 1927 del 

Código Civil para el Distrito Federal, como aquella 

en la que cuando en el eiercicio de sus funciones el 

Estado genere daños o los particulares en sus bienes 

o derechos, éstos podrán demandar directamente al  

Estado sin tener que demostrar la ilicitud o el dolo 

del servidor que causó el daño reclamado, sino única- 

mente la irregularidad de su actuación, y sin tener 

que demandar previamente a dicho servidor. 

b) Estima que la responsabilidad obietiva del Estado, a 
lo luz del proceso legislativo de la reformo constitu- 

cional al artículo 1 1  3, es aquella que no  se tiene el 

deber de soportar; sin embargo, subrayo que cuando 

el Constituyente señalo que la responsabilidad potri- 

moniol del Estado debe ser directa, no está contem- 

plando lo existencia de un sistema de responsobilidad 

directa amplio, abierto o la mera existencia del daño 

ocasionado, sino que esa responsabilidad ha de 

entenderse directa cuando los daños patrimoniales 

son causados por una actividad irregular del Estado, 

entendido o lo luz de la teoría del riesgo, como actos 

de la administración realizados de manero ilegal o 

anormal; es decir, sin atender a las condiciones nor- 

mativas o a los parámetros creados por la propia 

administración, y sin que en su realización hubiera 

intervenido el dolo. 
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c) Sostiene que la diferencia entre la responsobilidad 

objetiva y la subjetiva radica en que esta última im- 

plico negligencia, dolo o intencionalidad en la reali- 

zación del daño; en cambio, la objetiva se apoya, como 

ya se dijo, en lo teoría del riesgo, donde resulta ajeno 

si hubo o no intencionalidad dolosa. Además, considera 

que: la responsabilidad patrimonial del Estado es obje- 

tiva, respecto de sus actos irregulares que causen daño 

patrimonial a l  particular. 

d) Distingue lo actividad administrativa irregular partiendo 

de lo diferencia entre lo actividad irregular del Es- 

tado y la actuación dolosa e ilegal de los funcionarios; 

señala que existen dos tipos de daños que pueden 

sufrir los ciudadanos con la actividad propio del Estado, 

a saber: 1 .  E l  ocasionado por lo actividad regulor 

del Estado, que se traduce en una responsobilidod 

subjetiva e indirecta, regulada por las disposiciones 

del derecho civil; y 2. E l  causado por lo actividad 

irregular del Estado, que se entiende como respon- 

sabilidad objetiva y directa. 

Así, concluye que cuando el artículo 1 1  3 de la Constitu- 

ción Federal olude o que lo responsabilidad patrimonial del 

Estado surge s i  éste causa un daño al particular c o n  motivo 

de su actividad administrativa irregular", se centra en aquellos 

actos propios del Estodo realizados de manera anormal; es 

decir, sin atender a las condiciones normativas o paráme- 

tros creados por la propia odministración.'' Portanto, la noción 

i i i  u  r i n t e > c o  ir o l r m o  que poro que ic a c i u o r e  o  respor isobdod pulrrnona1 del 
Frtodo se requere  ' 1  Lo e x s t e i i c a  de u i  doña 2 Que sea n ipu tobe  o la o d m n s i r a i 6 r i  
p ú b r o .  por ser electo de su uctividod a d ~ n n i l r o t v a  ~ r r e g ~ i o ~  3 E nexo causo¡ entre uriu y 

otro. es d e ~ r .  que a  couia  d e  daño sea o  a r t v d o d  de a  a d m n i t r a i o n  p u b c o  o. en su 
o c e p c a i  mas a m p o  d e  Estado" 
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de actividad odministrotivo irregular' consignada en el se- 

gundo párrafo del articulo 1 1  3 de lo Constitución General 

de lo República, se identifico con lo octuoción estotol desple- 
gada sin sotisfocer la normatividad propia para lo realización 

de ese octo. 

Por lo onterior, lo sentencio, en el contexto del análisis 

reolizado por el Pleno de lo Supremo Corte de Justicia de la 

Noción a los iniciotivos de los partidos políticos, de los Cáma- 
ras de Diputados y de Senadores, y en función o las considero- 

ciones legales esgrimidos, es correcto. 

Se podría estimor que el considerando quinto constituye el 
núcleo de la decisión iurisdiccional que se emite en el conside- 

rando sexto, porque en aquél, el Pleno de lo Supremo Corte 

de Justicia de lo Noción realiza un análisis teórico" de lo res- 

ponsabilidad patrimonial del Estado por actividad odminis- 

trotiva o la luz del texto del artículo 1 1  3 de la Constitución 

Federal, o partir de lo reforma de 14 de junio de 2002. 

Así, en una teoría de la orgumentoción se podría afirmar 

que el considerando sexto contiene el llamado contexto de 

justificación (o seo donde se aplico la teoría para contrastarlo 
con los hechos), pero que el considerando quinto se refiere 
ol denominodo contexto de descubrimiento (esto es, lo teoría 

que sirve de sustento al juzgador paro emitir su decisión 

iur isd icc i~nal ) .~  

' En este punto seguimos a Monuel Atenza, quien sostiene que la práctico del derecho con- 
sirte en argurnentor y, apoyándose en Rechenboch, distingue entre el contexto de descubrimiento 
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Sin embargo, en el caso concreto esta división no es tan 

real, porque los contextos de descubrimiento y iustificación 

se confunden, es más, la decisión jurisdiccional se hace eco 

de teorías iurídicas subyacentes que funcionan como hipótesis 

implícitas, que no se expresan abiertamente en el cuerpo de 

los considerandos de la acción de inconsti tucional idad 

4/2004.' Por lo anterior podemos estimar, sin temor a equivo- 

carnos, que tanto el considerando quinto como el sexto consti- 

tuyen parte integral del contexto de iustificación de la decisión 

iurisdiccional emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Jus- 

ticia de la Nación, y que el contexto de descubrimiento está 

en el contorno de saberes de quiénes elaboraron los proyectos. 

Ahora bien, s i  estimamos como cierto el hecho de que 

los considerandos quinto y sexto contienen el contexto de 

justificación argumentotiva de la decisión iurisdiccional en la 

acción de inconstitucionalidad analizada, y si partimos de 

la base de que el "núcleo d u r o  de argumentos se encuentran 

en el análisis "teórico" que realiza el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, entonces es conveniente ocu- 

parse de ellos para advertir hasta donde efectivamente existe 

un vinculo entre la realidad y la justificación relacionada 

con ésta. 

En principio estimamos que la reformo constitucional de 

14 de junio de 2002 al régimen de responsabilidad patri- 

monial de la administración pública n o  del Estado- se 

-- 

y coiitexta de u r t i f ca i i on  en a d e c i 6 n  de los uecer [Veare ATIENZA. Manuel, Los rozonei  
del derecho. Teorioi de la  orgumenfocion (uridiio, M6xco.  UNAM, 2003. pp 1 y si l 

" En ruonto a a s  teorior que se o d v e r t e n  en a d e i r ó n  emi tda  en a o c i b n  de n c o n i t -  
t u r i onadad  4/2004. re pueden d ~ r t n g u r  e u ipor t iv i rmo,  e iusnaturolsmo. e l  c a n r t t u i o ~  
nclliimo. e postivtsmo n c l ~ y e n t e  y O S  de la orgumeniocbn lvridica 
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sustenta en premisos falsas. Así, es importante criticar la ins- 

tauración del sistema de responsabilidad al que se denomina 

"objetivo" y "directo", desnudando su carácter i d e ~ l ó g i c o . ~  

Así, subyacen algunas cuestiones que es necesario clari- 

ficar. En nuestra opinión se pueden identificar los siguientes 

aspectos: La distinción entre Estado y administración pública; 

la superación del régimen de responsabilidad subjetiva y lo 

presunta existencia de una efectivo garantía de integridad 

en la reformo,1° y como colorario, responder a 

lo pregunta: i E l  sistema creado a partir de 2002 resuelve los 

problemas que el esquema sustentado en la culpo tenía? 

a)  La distinción entre Estado y administración pública 

Una de los definiciones más populares en nuestro país, es 

aquella que establece que el Estado suele considerarse como 

la organización jurídica de uno sociedad bajo un poder de 

dominación que se ejerce en determinado territorio. Tal defi- 

nición revelo que son tres los elementos de la organización 

estatal: lo población, el territorio y el poder." 

Otras posiciones doctrinales ven al Estado como el orden 

coactivo de lo conducto humana. Lo que implica que existe 

p~~ - 
~ A ~ U I  "deologia" corno forma de conceniio deformada o canjunto de idear 

que deforman lo realidod o como fenómeno de faira conciencia (Véare: ATIENZA, Monuei, 
Introducción o1 derecho, l o .  ed., corregido, Méxco, Drtribucioner Fontamaro, 1998, p. 40). 

'OArI, Álvoro Castro Ertroda argumenta que: l o  irnpoitonte es que Mexico cuento yo 
ohoro con uno nuevo garontia conrtitucianol a nivel federol, er decir, en todo a Unión, en 
vrtvd de lo cual cuoquier particular o quien re le hoyo courodo algún dano en su bienes o 
derechas por o con motivo de la actividad odministrotivo del Estado, tendrá derecho o uno 
["rto retribucón". (CASTRO ESTRADA, Ávaro, Nueva garantio conrtitucionol. Ln rerponiabilidod 
pa~rimoniol del Estado, pr  Héctor Fix-zamudio, México, Porrúa, 2005, p. X X ) .  

" GARC~A MAYNEZ, Eduardo, Introducción al estudio del derecho, 410. ed., Méxco, 
Porrúo, 1990, p. 98. 
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una dentidad entre Estado y derecho." En este sentido, el 
Estado es un orden de la conducta humana, es decir un siste- 

ma de normas que poseen una validez tanto espacial como 

t e m p ~ r a l . ' ~  En este contexto el Estado no es más que uno 

ficción jurídica, una creación del derecho. 

Además, u ~ i a  parte de la teoría iurídica estima que la 

administración pública puede ser definida como una actividad 

a través de la cual el Estado y los sujetos auxiliares de éste 

tienden a la satisfacción de intereses c o l e ~ t i v o s . ' ~  Otra forma 
de percibirla es como individualización o concreción de nor- 

mas generales (leyes).I5 

La reforma patrimonial de 2002, siguiendo a Álvaro 

Castro Estrado, asigna personalidad iuridica a lo odminis- 

tración pública. Así, sostiene que la Administración Pública, 

por tener personalidad jurídica, es susceptible de lo imputación 

de la responsabilidad por los donos que irrogue con motivo de 

su actuación u ~ r n i s i ó n . ' ~  

Sin embargo, esa tesis ignora olímpicamente que nuestro 

derecho positivo establece con claridad que la calidad de 

personas morales se asigna a la nación, los Estados y los 

Municipios." Así, existe un absurdo en la reforma, de facto 

~ ~~~~~p ~~ 

- KFLSEN. Hans, Teorio generol del Eriodo, tr Luis Legoz Lacambra, España. Editorial 
Lobor 1934. pp. u y 21-22. 

' l b i r l .  a 2 1 4  

) KELSEN. Honi, 065 rif., p. 309. 
'~ CASTRO ESTRADA, Alvara, Reipaninbilidod patrimonio1 del Eslodo onó l~r ! i  doctrino1 y 

Ii,rlrpiudenciol comparado Propuesta legirlofivo en México. pr Pedro Zorrillo Mortinei, M é x i o .  
Vor160, 1997, p 5 Aunque hoy que decir que Álvoro Costra no Ignora las critico5 que en la 
dorfrina nacional [Gobno Flaga y otror) hon formulado a o tesis de lo per ional idad de 
a ad in r i r t r a i ón ;  i r  no llevo e tema hasta sus  últ,rnoi ionrecuencar 

Vease el a r f i cuo 25,  frocción 1 d e  Código Civil Federal que d e c o r a  S o n  perroriai 
nioraes 1 La Nación. los Estodas y las Municipios". 
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se asignó "personalidad iurídica" a la administración,18 olvi- 

dando que, en términos del derecho positivo mexicano, si 

hubiera un titular de los derechos y obligaciones de la colec- 

tividad, sería lo nación, no la odministra~ión. '~ 

Así, la administración sólo es lo expresión del orden jurí- 

dico, esto es, una de sus personificaciones; ni el Poder Eie- 

cutivo ni los demás poderes tienen personalidad iurídica 

propia, sólo son los conductos a partir de los cuales se mani- 

fiesta la personalidad del Estado,20 esto es, de la nación enten- 

dido como lo entidad iurídico-política integrado por el conjunto 

de habitantes de un país regido por un mismo gobierno. 

En este sentido, existe una contradicción entre lo teoría 

de la ley que contiene la primera porte del Código Civil y lo 

reforma constitucional, puesto que, por un lado la legislación 

civil atribuye la personalidad iurídica a la "nación', en cambio 

el párrafo segundo del artículo 1 13, reformado el 14 de iunio de 

2002, la asigna a la "administración pública1'. 

La consecuencia de asignar personalidad o la adminis- 

tración pública consiste en afirmar que ésta realiza actividades, 

no sus órganos, lo que o su vez implica que la administración 

Así, Eduardo Gorcío de Enierrío y Tomd$-Ram6n Fern6ndez sostienen que: Para el 
derecho administrativo la Administración Pública er una persona jurídica Wéore: Curro de 
Derecho Adminiitrativo 1, 130. ed., Thomron-Civilor, 2006, p. 32). 

'9 Esto re entende con claridod en nuestra régimen jurídico, donde los ortículor 26 y 27 
del C6digo Civil Federal, prescriben con claridod que: 'Lar perronos moroer pueden eiercitar 
todos o r  derechos que reon necerorior poro realizor el objeto de su nrtituci6n y que: Los 
personas morales obron y re obligan por medio de los 6rganor que los reprerenfon sea por 
dilporicidn de lo ley o conforme o las dirporicioner relativas de sur ercrituror canrfituiivor y 
de rus ertatuior . ' ,  en donde ert6n presentes los contornos de lo parronolidod derechor 
y obligocianer. 

'O FRAGA, Gabino, Derecho Adminisiroiivo, rev. y oct. Monuel Frogo, 390. ed., México, 
Porrúa, 1999, p. 121. 
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tiene efectivos deberes o su cargo. Sin embargo, como acer- 

tadamente lo señala Hons Kelsen sólo la conducta humana 

puede ser contenido de un deber. Obl igar a un Estado a 

una determinada conducta, no significo sino obligar a un hom- 

bre a realizor esa conducta en calidad de órgano del Estado, 

a cuya constitución corresponde determinar en concreto quién 

ha de ser ese h ~ m b r e . ~ '  

Ahora bien, atendiendo al  hecho de que la nación es 

una persona moral, nuestro régimen jurídico señala con clari- 

dad que las personas morales son responsables de los daños 

y perjuicios que causen sus representantes en el ejercicio de 

sus funciones.22 Lo anterior es consecuencia del hecho de que 

los personas morales obran y se obligan por medio de los órga- 

nos que las representan legalmente.23 

Por lo anterior, separar 0 1  "Estado, del órgano del que se 

sirve, esto es, del servidor público que realiza funciones públi- 

cas, como se hace en la reforma, atento significotivomente 

contra las personas a quienes supuestamente se dirige la refor- 

mo: los gobernados o particulares, puesto que de facto se 

les conculcó el derecho de 'pedir cuentas al  órgano, ahora, 

por obra y arte de lo "alquimia iurídica", deben pedir cuentos 

a un estructura, un ente impersonal: la administración. 

Se podría pensar que jurídicamente el problema es relati- 

vamente simple, esto es, que es fácilmente concilioble. En efecto 

bastaría con estimor que lo administración pública es sólo 

' KELSEN, Hani, o p .  cit., p. 279. 
"Veose el articulo 1,918 del Codigo C v l  Federal 
" l b i d  , orticulo 27 
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uno manifestación de esta parte del Estado llamada "gobier- 

no1', y, en ese contexto, afirmar que cuando en la reforma 

constitucional se hace referencia a la administración pública, 

en realidad se está aludiendo al Estado. 

Sin embargo, desde el contexto de la teoría iurídico la 

cuestión no es tan sencilla, puesto que la reforma incorpora 

distorsiones entre la Constitución y la legislación civil, en este 

sentido, en virtud de la reforma, el artículo 25, fracción 1, del 

Código Civil Federal, y los correlativos de las legislaciones 

civiles de los Estados que la incorporan, devinieron, por este 

simple hecho, en inconstitucionales. 

Así, la reforma constitucional de 2002 obliga a revisar a 

qué corporaciones públicos les asignamos "personalidad iurí- 

dica" en nuestro régimen legal. 

Ahora bien, queda pendiente una cuestión isería facti- 

ble alegar que la reforma constitucional es contraria a la 

Constitución? La pregunta tiene marcado interés teórico 

atendiendo a l  hecho de que los legislodores pueden violar la 

Constitución al impulsar una reforma o al interpretar la Ley 

Fundamental. 

En nuestro régimen jurídico, hay que decirlo con tristeza, 

no existe la posibilidad de plantear la contradicción entre la 

Constitución y una reforma constitucional. Lo anterior porque 

el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha establecido en su iurisprudencia con número P./J. 
39/2002 que el procedimiento de reformas y adiciones a la 
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Constitución no es susceptible de control jurisdiccional, ya 

que lo  encuentra en s i  mismo.>' 

N o  obstante, en lo decisión hubo disidentes, por lo que en 

un futuro no lejano esperamos que el control de la constitucio- 

nvlidod de los leyes se asiente sobre bases menos dogmáticos 

s i n  que esto implique cambiar la Constitucióii o erigir a lo 

Suprema Corte de Justicia de lo Nación eri un supra legislador 

cons t i t uc iona l ,  sino que única y exclusivamente realice el 

onolisis de las incompatibilidades de las reformas constitucio- 

nales con lo Corta Fundamentol vigente. 

Así, debemos deiar en claro que un supuesto falso sobre 

el que se oncla la reformo constitucional de 14 de iunio de 

2002 es atribuir personaiidod iurídica o lo administración 

~ ú b l i c a .  

b )  La superación del régimen de responsabilidad subjetiva 

Uno de los logros más publicitados de lo reforma es lo presunto 

superación del régimen de responsabilidod subietivo. Se sos- 

tiene que la responsabilidad civil extracontroctual del Estado 

es de carácter subietivo e indirecto y está basada en la teorío 

de la culpo y descansa sobre e concepto de daño ilícito. 
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También se afirma que un régimen de "responsabilidad 

directa" significa que es el Estado quien responde al reclamo 

de indemnización que le formulan los particulares cuando la 

actuación de los servidores públicos les ocasionan lesiones en 

sus respectivos patrimonios, en la inteligencia que el Estado 

se reserva el derecho de repetir l o  pagado contra los servi- 

dores públicos. Además, se considera que un régimen de 

"responsabilidad objetiva'' significa que independientemente 

de que la conducta del servidor público que ocasione la lesión 

haya sido lícita o ilícito, regular o irregular, legitima o ilegitima, 

la lesión causada debe indemnizarse en tanto que tal acción 

u omisión conculco un derecho a la integridad patrimonial que 

se contempla previamente como garantía. 

Se destaca que lo mejor hubiera sido que la reforma 

constitucional no hiciera referencia expresa a la "actividad 

administrativa irregular"; sin embargo, inmediatamente se 

acude al expediente que la adición constitucional refiere 

expresamente que la responsabilidad del Estado será "obietiva 

y directa".25 

Para una mejor comprensión del problema, en el cuadro 

siguiente aludimos a las características de las teorías sobre 

la r e s p o n ~ a b i l i d a d : ~ ~  

21 CASTRO ESTRADA, Álvoro, 'An6Iifis luridico de a reforma conrtitvcionol que incorporó 
la rerponrabildod palrimoniol d e  Ertodo o la Constitución mexicana", en Cuestiones Coniti- 
fucionaler. Revisto Mexicano de Derecho C~ns f i t~ i i ona l ,  número 8, enero-junio 2003, México, 
IIJ-UNAM, 2003, pp. 221 -223. Simiores comentarios re vierfen en CASTRO ESTRADA, Álvara, 
Nueva garantio conitifucionol. Lo reiponsobilidod patrimonial del Estado, pr  Héctor Fix- 
Zom~dio,  México, Porrúa, 2005. 

26 Para un estudio m6r detallodo de ellos conrúltere: LÓPEZ DE LA CERDA, Julio, Estudio 
de lo responrobilidad civil proveniente de donor (Enroyo de aplicación de la teorio del riesgo 
a lo re~~onrob i l i dod  por danos causados en lo conrtrucci6n de edificios), México, Cultura, 
1940. de donde tomomor estar ideor. 
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Responsabilidad 
C,vI  

Extraiantroctuol 

La denominada teorío de lo responsobilidad obietivo 
adopta como fuente de la obligación el riesgo creado en una 
actividad determinada; así, toda persona que crea un riesgo 
en el desarrollo de una actividad debe responder de la even- 
tualidad dañosa que origine. Es decir, el individuo es res- 
ponsable de sus actos y consecuencias. Esta teoría aparece 
debido al abandono de las tesis contractuales de respon- 
sabilidad, en virtud de la aparición del maquinisrno en el 
siglo XIX, que obl igó a indemnizar a los trabaiadores que 
rnaneiaban maquinaria defectuosa y sufrían los llamados 
accidentes anónimos, o sea, eran víctimas de la realización 
del riesgo. Así, la teorío del riesgo analiza el problema de la 
responsabilidad desde un punto de visto social." 

Existe rerponiabi- 
l d a d  cuan<lo una 

persono soporto en 
de ln t tvou i ido i io .  

~- ~ 

! ~ O P E Z  SE LA CERDA. Ju lo .  triudio <Ir io re iP3~~s~0 : i i do~ i  , op CII , pp 37  y si 

Re~ponrob i l~dod 
subletiva 

Rerponrobilidad Rerpai i iabl~dad 
ob  et,va o d e  o b  rem' fuero de 

riesgo rreodo cuo1quer 

considerniión 

O b l i g ~ o ó ~ q u e l a  
ley ,rnpone a l  cou-  

rante de un daño 
n u s l o  f u e r a  de 

caii lroto. de repo- 

r a r l o  rnedionte e 
pogo de doño i  y 
p e r u c i o i  

Condicianalaexis 
iencodelareipon- 

rablhdod civil o lo 
ex is tenca  de u n  

elelnenfo r u b ~ e t ~ v a  

a m o d o  culpa. La 
cupo  se manilierta 
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En la construcción doctrinal sobre la responsabilidad que 

se incorporó en la Constitución el 14 de iunio de 2002, se 

puede advertir que se fragmenta la responsobilidod en dos 

momentos: uno expreso relacionado con el hecho que causa 

daño en un patrimonio y otro implícito el de la imputación de 

ese hecho al  órgano del Estado, o1 que se otorgo el derecho 

a repetir lo pagado en los bienes del servidor público. 

Esto se advierte con mayor claridad del contenido del 

artículo 31 de lo Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial 

del Estado, que prescribe: 

E l  Estado podrá repetir de los servidores públicos el pago 
de la indemnización cubierta a los porticulores cuando, 

previa substanciación del procedimiento administrativo 
disciplinario previsto en la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, se determine 
su responsabilidad, y que la falta administrativa haya tenido 
el carácter de infracción grave. El monto que se exijo al 
servidor público por este concepto formará porte de la san- 
ción económica que se le aplique. 

Así, el régimen de responsabilidad patrimonial instaurodo 

en la Constitución Federal no ha trascendido lo teoría de la 

responsobilidod extracontractual sustentada en lo culpa. Aquí 

aparece la 'lalquimia jurídica1', en primer lugar se establece 

uno responsabilidad solidaria entre el Estado y sus órganos, que 

en el caso de la reformo más bien parece complicidad, por- 

que el particular sólo puede obtener como indemnización la 

reparación integral del daño, el daño personal y 

~ 

' 8  Vé,,e. Ley Federal de Reiporiiabildad Pofrmonial del Ertodo, articula 12 



lo que excluye el pago de los periuicios. Por lo que, en lugar 

de generar un derecho más amplio a favor del gobernado se 

e priva de uno. 

Pero, además, en los danos personales la indemnización 

se calcula con base en los dictámenes médicos, y conforme 

a lo dispuesto para riesgos de trabajo en lo Ley Federal del 

Trabaio, y se otorga al afectado el d e r e c h o  a que se le cubran 

los gastos médicos de conformidad con la propia Ley Federal 

del Trabaio. Para el caso del dano moral se obliga a la auto- 

ridad administrativa o iurisdiccional a calcular el monto de 

la indemnización de acuerdo con o s  ci-iterios establecidos 

en el Código Civil Federal, sustentado en los dictámenes peri- 

ciaes ofrecidos por el reclamante, con lo que ahora éste debe 

acreditar que sufrió ese daño; además, el pago de la indemni- 

zación por daño moral se limita 0 1  equivalente a 20,000 veces 

e salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, 

por cada reclamante a f e c t ~ d o . ' ~  

Lo que implica que una víctima de dono moral sólo puede 

accedera lo fantástica cantidad de $1,096,000.00 (Un millón 

noventa y seis mil pesos 00/100 M.N.),lo como límite, o que 

implica que el Estado mexicano ya le puso precio a la afecta- 

ción que sufra un gobernado en sus sentimientos, afectos, 

creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración 

y aspectos físicos, a la consideración que de sí misma tienen 

los demás, o a la vulneración o menoscabo ilegítimo de la 

libertad o la integridad física o psíquica de las  persona^,^' limi- 

tando su derecho a obtener una cantidad mayor. 

" l b 0  . 0 r f c ~ 1 0  1 4  
' Cr>nidrrondo e rn loro  m n m o  d o r n  uqenteen  e D t i t r t o  Federal eii $54 80 / ~ n < u e n t o  

y r i i o t ro  peras con 80íl00 M N  I ounqus se l e n e  r ~ o l c u  d r  que el monto fue de i lo rodu  
n c ~ n s t i u c o n a l  

Pcirn a d e l i i c o n  de dono niora uéose el  articulo 1,916 np l  Códg jo  i v i  Federal 
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De lo anterior se advierte que a los autores de la reforma 

sólo les interesó el contexto patrimonial del Estado, esto es, 

como buenos mercaderes cuidar el dinero, no establecer un 

efectivo derecho que resarza a las víctimas de los daños y 

perjuicios producidos o por el daño moral infringido por los 

órgonos del Estado o por la administración pública. 

Por otra parte, el sistema de responsabilidad 'objetiva y 

directa" instaurado en el nivel constitucional desplaza al dere- 

chohabiente del ejercicio de la acción jurídica de indemni- 

zación, puesto que ahora es el Estado, léase la administración 

pública, la que podrá ejercer de manera integral esa acción, 

atendiendo al contenido de la parte final del primer párrafo 

del artículo 11  3 de la Constitución Federal, que permite impo- 

ner a los servidores públicos que intrigan las normas, sanciones 

económicas, de acuerdo con los beneficios económicos obte- 

nidos por el responsable y con los daños y perjuicios patri- 

moniales causados por sus actos u omisiones. Lo anterior se 

refuerza con el hecho de que el artículo 1,927 del Código 

Civil Federal se encuentra derogado.32 

En este sentido, lo reforma, desde el punto de vista del 

gobernado es un significativo retroceso, puesto que, con el pre- 

texto de la eficacia en el cobro de los daños, se les conculca 

el derecho a la satisfacción de los perjuicios derivados del 

acto administrativo irregular; pero, además, el "vieio" siste- 

l2 Ese precepto ertablecio: ''El Ertodo tiene obligacidn de respondeidel pago de los doiíor 
y perjuicios caurodor por sor servidores públicos con motivo del ejercicio de los atribuciones que 
les esten encomendados. Esto rerponsabilidad ser6 rolidoiio trofóndore de actor ilicitor doloros, 
y rubridiorio en los dem6r caros, en los que rdlo podró hacerse efectivo en contro del E~tado 
cuondo el servidor público directomente responroble no tengo bienes o los que fengo no sean 
ruiicienter paro responder de los doñor y perjuicios courodos por sur rewidorer públicos. Los 



COMENTARIO DEL INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURDCAS DE LA UNAM 119 

ma de la responsabilidad subjetiva está presente en el derecho 

del Estado a repetir lo pagado en la persona del servidor 

público responsable de la infracción. 

Quizá hubiera sido mejor una reforma a los artículos 

1,913 y 1,91 433 del Código Civil Federal, en los que pode- 

mos encontrar en el primero, la institución de la responsa- 

bi l idad obietiva directa y, en el segundo, la limitante al  

derecho a la indemnización en el caso de conducta lícita en 

los agentes. Así, la reforma podría haberse realizado incor- 

porando al Estado en una redacción adecuada, lo anterior 

hubiera ahorrado al erario los miles de pesos que se gastaron 

para poner en marcha la reforma constitucional de 14 de 

junio de 2002.  

Resta ahora ver cuál es el impacto del contorno de objeti- 

vidad en el derecho comparado, para lo anterior sólo veremos 

una de las influencias de los legisladores para emitir el régi- 

men de responsabilidad patrimonial de la administración: el 

régimen jurídico español, atendiendo a las limitaciones de 

este comentario. 

E l  régimen de responsabilidad obietiva en España se 

sustenta en lo Ley de Expropiación Forzosa de 1 6  de diciembre 

de 1954, que en su numeral 121 señala: 

~ 

"Los articular mencionador prescriben. ' '1,913 Cuondo una perrano hoie uso de meco~ 
nirmoi. instrumenlor, oparalos a iubitoncios peligroras por s i  mismos, por Lo velocidad que 
desonollen, por su noturolezo explosiva a inflomoble, por la energio de la corriente eleclrico 
que conduzcan O por otros courai a n á l o g ~ ~ ,  está obligada a responder del daño que cause, 
aunque no obre ilicitomente, o no ser que demuestre que ese daño se produjo por culpa o 
negligencia inexcusable de lo uictimo. 1,914. Cuando sin el empleo de mecanismos, i n i ~  
trumenlos, etc., a que se refiere e l  articulo onterior y sin culpa o negligencia de ninguna de los 
partes re producen doñoi, cada una de ellos 10s ioportaro sin derecho O indemni~oc~on." 
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1 .  Dará también lugar a indemnización con arreglo al mis- 

mo procedimiento toda lesión que los particulares sufran 

en los bienes y derechos a que esta Ley se refiere,34 siempre 

que aquélla sea consecuencia del funcionamiento normal 
o anormal de los servicios públicos, o la adopción de medi- 

das de carácter discrecional no fiscolizables en vía con- 

tenciosa, sin perjuiciode las responsabilidades que la 

Administración pueda exigir de sus funcionarios con tal 

motivo. 

2. En los servicios públicos concedidos correrá la indemni- 

zación a cargo del concesionario, salvo en el caso en que 

el dano tenga su origen en alguna cláusula impuesto 

por la Administración al concesionario y que seo de inelu- 

dible cumplimiento paro éste. 

En el análisis que realizan Eduardo Gorcía de Enterría y 

Tomás-Ramón Fernández del contenido de este numeral de 

la Ley de Expropiación Forzosa, concatenado con el artículo 

139 de la Ley de Régimen Jurídica de las Administraciones 

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común de 26 de 

noviembre de 1992, señalan que la cláusula general de res- 

ponsabilidad patrimonial prescinde del elemento tradicional 

de la culpa o de la ilicitud de la actuación administrativa, 

aunque, afirman, que lo que verdaderamente hace es des- 

plazar el elemento de la ilicitud del daño desde la conducta 

del respansable a la situación de patrimonio que sufre el 

perjuicio.35 

Cobe destacar que e ort i rv lo 1 de a Ley de Expropoción Forzoso de 1954, renalo 
que re entenderá comprendido en ella cualquier forma de privación i ingulor de lo propedad 
privada o de derechos o intereses potrimonioer legitimar, c u o l e ~ q ~ i e r o  que fueren los personas 
o Ent~dadei o que pertenezcan, ocordodo mperoiivomente, ya implique vento, permuto, 
censo, arrendomiento, ocupación temporal o mero cesación de ru ejercicio. 

35 GARC~A DE ENTERRIA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomór-Rombn, Curro de derecho 
adminirlrativo 11, 100. ed., Erpoño, Thornron-Civitar, 2006, pp. 3 7 9 ~ 3 8 0 .  



COMENT4RlO DEL INSTITUTO DE N V E S T C A C O l v t i  ILRIIIICA~ DE LA UhAh4, 121 

Además, los autores mencionados sostienen que este giro 

en lo fundomentoción de lo obligación de responder potri- 

moniolmente, que poso o ser contemplado desde lo pers- 

pectiva del donodo y no desde lo occión del agente cousol, 

es o lo que convencionalmente se le ho llamado 'lobietivoción" 

de lo responsobilidod de lo o d m i n i ~ t r o c i ó n . ~ ~  

Como podemos advertir, lo pretendido obietivoción" del 

régimen de responsobilidod patrimonial del Estado, no es 

mas que uno interpretación diferente del antiguo sisterno de 

responsobilidod oquiliono o extrocontroctuol, porque, aunque 

ahora se pone el acento en el elemento material o po t r i -  

monio", no se debe perder de visto en lo simple de idea de 

'ac t iv idad (como se construyó el sistemo en México) o en la 

ideo de funcionamiento (como se regulo en E s p ~ ñ o ) , ~ '  está 

presente el ser humono, con lo que se demuestro que el siste- 

ma sigue siendo "subietivo". 

En este contexto, s i  los razones del legislador poro emitir 

lo norma constitucional que nos ocupo, se sustentan en porte 

en un onálisis comporodo, es evidente que incorporo los vicios 

que en esos sistemas se advierten en los instituciones que los 

arropan. Lo anterior arrostro o nuestro Supremo Corte de Justi- 

cia de la Noción o establecer, en lo acción de inconstitucio- 

nolidad 4/2004, los bondades de un supuesto régimen de 

responsobilidod potrimoniol que conculco derechos de los 

gobernados, plasmados en normas inferiores. 

" l b d .  p 380 
451 en e d i c o n o r o  so  define a l< i  o c t vdad  como a "iarultad de obror '  y como el 

' i o ! i u n i o  de operaciones de uno persono o o c t v d a d  Por otra porte, por funconomenio  
s n l e n d e  lo c ic t ivdad propio de alguien. 



122 LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL OBJETVAY DIRECTA DEL ESTADO 

Por último, en su estudio sobre la responsabilidad patri- 

monial de la Administración, Oriol Mir Puigpelat, señala que 
habría que poner fin a la responsabilidad obietiva global, 
porque, en su opinión: la responsabilidad de lo administración 

no debe ser ya siempre objetivo, sino sólo excepcionalmente, 

en casos expresa y típicamente previstos por la ley. La respon- 

sabilidad de la Administración debe pasar a pivotar, funda- 
mentalmente sobre el funcionamiento anormal de los servicios 

públicos. La responsabilidad por anormalidad debe ser la 

regla general.38 

Así, se pretende transitar de una "responsabilidad obietiva 

global" a una "responsabilidad obietiva o por riesgo creado". 

Sin embargo, para nosotros esto no es suficiente, porque se 
olvida que el Estado, como persona jurídica, también es centro 

de imputación de derechos y obligaciones, por lo que ahí 

está presente la tan "temida" subietividad. 

En este sentido, no se debe olvidar que detrás de cualquier 

objetividad está presente una subjetividad, puesto que, en 
última instancia, cualquier interpretación es susceptible de 

predicarse de un ser humano. En este sentido, el sistema 
instaurado con la reforma de 2002 al artículo 1 13 de la Cons- 

titución Federal no supera la dicotomía subjetivo-obietivo, más 

bien la enmascara, la disfraza. 

c )  La inclusión de la garantía de integridad patrimonial 

Otro tema trascendental, es la presunta inclusión de una ga- 

rantía de "integridad patrimonial" en la reforma constitucional 

MIR PUIGPELAT, Oriol, La rerponrabilidod pofrimonial de la adrninislroci6n. Haclo un 
nuevo rirferno, p r  Eduardo Garclo de Enter r i~ ,  Madrid, Civitar, 2002, p. 254. 
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de 14 de junio de 2002, adelantando lo conclusión podemos 

afirmar que lo onterior es, por decir lo menos, falso. 

Poro el Poder Judicial de la Federación las gorontíos indivi- 

duales son derechos públicos subjetivos consignados o favor 

de todo habitante de lo República que don o sus titulares lo 

potestad de exigirlos iurídicomente o través de lo verdadero 

garontía de los derechos políticos fundamentales del hombre 

que lo Constitución Político de los Estados Unidos Mexicanos 

consigno, esto es, lo acción constitucional de ~ m p o r o . ~ ~  

Lo reformo constitucional, en su porte específico, dice: 

Lo responsobilidod del Estado por los danos que, con motivo 

de su actividad odministrotiva irregulor, couse en los bienes 

o derechos de los particulares, será objetivo y directo. Los 

porticulores tendrán derecho o uno indemnizoción conforme 

o las bases, límites y procedimientos que establezcan los leyes. 

Aunque este precepto no se encuentro en la porte dogmó- 

tic0 de nuestro Constitución Federal, se ofirmo que se adoptó 

lo técnico de no enunciar como gorontía individuo1 lo respon- 

sabilidad potrimoniol del Estado, sin que, por ello, deiara de 

~er lo .~O Lo onterior se refrenda con el contenido del Dictomen 

de lo Cómoro de Diputados en la que textualmente se asentó: 

VI. El objeto de la presente iniciativa, como se ha mencionado 

yo en este dictamen, es establecer la garantía de integridod 

patrimonial o favor de los particulares y el  correspondiente 

deber de lo autoridad de indemnizor por doños cousodos. 

-- ~ ~~ - ~ 

"SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, Los garonríor individuales. Porte general  
Méxsco, SCJN, 2003, p 51,. 

'"ASTRO ESTRADA, A v o r o .  Análisis luridico de l a  reforma c o n i l i ~ u c i o n o l  . . op.  c i t .  
p 217.  
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En primer lugar, tenemos uno "gorontío" que no se impone 

a todos las autoridades. Así, como el propio dictamen lo 

asiento: 

VIII. Los miembros de estas comisiones, después de haber 
hecho los análisis pertinentes y sopesado las consecuen- 
cias de las modificaciones legales y constitucionales que 
se plantean, buscando como primer objetivo el respeto de 
la justicia en nuestro Estado, consideran conveniente pro- 
poner que la responsobilidad patrimonial del Estado se 
aplique exclusivomente a los actos de la administroción 
pública (...) 

No se niega que se puedan causar daños por actos legis- 
lativos, o incluso judiciales, esta es lo razón por lo que en 
algunos legislaciones extranjeros se contemple la responsa- 
bilidad del Estado por'error judicial"; sin embargo lo natu- 
raleza y caracteres de los actos legislativo y judiciales, nos 
lleva a proponer excluirlos, cuando menos por ahora, de 
la responsabilidad potrimonial.. 

Lo anterior implica que, cuando el daño ol  patrimonio 

provengo de acto legislotivo o de octo jurisdiccional, el go- 

bernodo no tiene garantizado el derecho o lo indemnización. 

Con lo  que se do un absurdo, se troto de monera diferente 

tres supuestos de hecho similares: la generación de un daño. 

Además, tenemos o uno odministroción responsable frente o 

uno legislación y jurisdicción irresponsables, lo que inneceso- 

riamente distorsiono el esquema de derechos públicos subieti- 

vos mexicano, puesto que hoy un elemento atípico al  mismo: lo 

denominodo g o r a n t í o  de integridad patrimonial, que co- 

rece de los característicos de las de su especie, y, que dicho 

seo de poso, ya esta presente en el derecho fundamental de 

primera generación o lo propiedad. 
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Cabe destacar que lo responsabilidad y el control del 

poder público son reglas de oro consustanciales o todo Estado 

de Derecho. En consecuencia, la responsabilidad del Estado en 

sus facetos: Estado Legislador, Estado Juzgador y Estado Admi- 

nistrador, viene a constituir un principio rector del Estado de 

Derecho y portanto porte integrante del sistema de garantías 

socioles, políticas y jurídicas que caracterizan a esta formo 

jurídico-política de Estado. Un Estado irresponsable es una 

contradicción en sus propios términos. Estado y responsabi- 

lidad son conceptos ~o r re la t i vos .~ '  

Asi tendríamos el absurdo de un derecho fundamenta o 

garui i t ia" ,  como se le denomina, que no se podría imponer 

al órgano legislativo por lo emisión de leyes y a l  órgono judi- 

cial por sus resoluciones, lo que choco con la idea de g a r a n -  

t í o ,  que en su acepción son derechos públicos suhietivos que 

instituyen limitaciones al poder público.42 

Por otra parte, el derecho de los particulares en términos 

de lo reforma constitucional se constriñe a una indemnización, 

no obstante, ésta se do sobre bases, límites y procedimientos 

establecidos en una ley. Sin embargo, como ya se acreditó 

' ZUNGA URBNA. F ronrsco .  ' R e i p o r i i o b l d a d  pa.riinona1 d e  Eiiada o d m n r t r a d a r  

A ~ U I , O  notos acerco de lar obliqactoncr legolea compensa to ra i ) ' .  e17 U n v e r r d a d  N o c o i o l  
de Edu,-oron o O s t o r i c a .  Boletin de la iacultod de nerecho.  Sesunda Epoca. número 2 6 ,  
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en la ley se limita el derecho a la indemnización a determi- 

nadas circunstancias y casos. N o  podemos soslayar que una 

indemnización comprende el pago de daños y p e r i u i c i o ~ , ~ ~  

sin embargo, nuestra "garantía", sólo permite el pago de los 

daños no de los periuicios. 

Una de las características de las garantías individuales, 

rectius derechos fundamentales, es que no están sujetas a 

prescripción, esto es, su vigencia no está sujeta al  paso del 

tiempo.44 Sin embargo, el artículo 25 de la Ley Federal de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado establece que el dere- 

cho a reclamar la indemnización prescribe en un año. Con 

lo  que de nueva cuenta tenemos el absurdo de una "garantía" 

que es prescriptible. 

En un análisis que hace Miguel Casino Rubio, del régimen 

de responsabilidad patrimonial del Estado, que surgió en 

España a partir de la emisión de la Ley de Expropiación For- 

zosa de 1954, señala que: 

La responsabilidad constituye, sin ninguna duda, el meca- 
nismo de cierre del sistema de protección y garantía potri- 
moniales de los ciudadanos frente a la acción del poder 

publico administrativo, y cualquier paso que contribuya a 
afianzarlo debe ser recibido con satisfacción. Sin embargo, 
un examen más atento o simplemente un cambio en la pers- 
pectiva, son suficientes para enturbiar esa primero sensación 
de complacencia. Como ha hecho notar Nieto, tal cober- 

Veare el articulo 1.91 5 del Cddigo C~v i l  Federal. 
" SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NAcIÓN, Lar garonfioi individuoles , op cit., 

p. 71. 
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tura patrimonial 'es irreal en un doble sentido: primero 

porque el resarcimiento sólo corresponde o unos pocos, a 

quienes poseen tenacidad y resistencia económica suficiente 

para soportar procesos interminables y costosos. Por estos 

motivos, desde luego no jurídicos pero tremendamente 

realistas, la sensación de seguridad global desaparece. 

Y en segundo lugar, porque en ocasiones los tribunales 

colocan los estándares de normalidad de los servicios en 

niveles desproporcionados con respecto a los demás servi- 

cios del país, tanto públicos como privados. A mi modo 

de ver, esto jurisprudencia es ongélico y exige a los servicios 

públicos administrativos una perfección que en España 

no se puede p o r  muy distintas razones y lo primera por 

ser España- exigir a nadie, empezando por los propios 

tribunales". 

Así, se advierte de manera especial las críticas o las que 

está sujeto el régimen de responsabilidad patrimonial de la 

administración pública en España, argumentos que se cono- 

cían cuando se negociaba la reforma al artículo 1 1  3 de la 

Constitución Federal, en este sentido, causa extraiieza que 

no se hayan tomado en cuenta para afinar su contenido. 

Por lo anterior, para nosotros es claro que el sólo hecho 

de que se haya incorporado en la Constitución el régimen de 

responsabilidod patrimonial de la administración n o  del 

Estado- no autorizo o los legislodores ni a quienes impul- 

soron esta reforma a estimar que se cuento con un efectivo 

derecho fundamental o "garantío individual". Por lo que tom- 

bién se debe rechazar la existencio de un derecho fundamental 

en la reforma de 14  de junio de 2002. 
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4. LAS TESIS R/J. 41/2008, R/J. 43/2008, 
R/J. 44/2008, R/J. 46/2008, R/J. 45/2008 

Y R/J. 421'2008 DEL PLENO DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

Del contenido de la sentencia emitida en la acción de inconsti- 

tucionalidad 4/2004 se emitieron una serie de iurispruden- 
cias, algunas impactan en el trámite de esas acciones, otras 
en el fondo de la responsabilidad patrimonial del Estado. 
Así, las dividiremos en dos rubros. 

a )  Jurisprudencias que se relacionan con la responsabili- 
dad patrimonial del Estado 

Jurisprudencia 43/2008 en donde se distingue entre respon- 

sabilidad obietiva y subietiva, y se delinean los contornos del 
régimen de la responsabilidad patrimonial por actividad admi- 
nistrativa irregular, en los términos siguientes: La diferencio 

entre la responsabilidad objetivo y lo subjetiva radica en que 
mientras ésta implico negligencia, dolo o intencionalidad en 

la realización del daño, aquélla se apoya en lo teorio del riesgo, 
donde hay ausencia de intencionalidad d010sa .~~  

En este sentido, en el análisis de la Corte, cuando el artículo 

1 13 constitucional alude a que la responsabilidad patrimonial 
objetiva del Estado surge s i  éste causa un daño al particular 

"con motivo de su actividad administrativa irregular", con la 
que se abandona toda intención de contemplar los daños 
causados por la actividad regular del Estado, así como cual- 
quier elemento vinculado con el dolo en lo actuación del 

- ~ - p-~~ ~ 

"Sernonario . Noveno Época. Torno XXVI, u n o  de 2 0 0 8  p 719,  t e i s  P I J .  4312008. 
de rvbro. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DIFERENCIA ENTRE RESPON- 
SABILIDAD OBJETIVA Y SUBJETIVA'; IUS. 169428 



servidor públ ico, para centrarse en los actos propios d e  la  

administración que son realizados d e  manera anormal o ilegal, 

es decir, sin atender a los condiciones normativos o a los pará- 

metros creados por  la  propia administración. Sin embargo  

ya crit icamos lo idea de ob ie t i v i dad '  en la  responsabi l idad 

estatol. 

En la iur isprudencia 4 4 / 2 0 0 8 ,  de l imi tó  la validez del 

artículo 389, pr imer  párrafo, del  Código Financiero del Dis- 

tr ito Federal, en los términos siguientes: 

E l  indicado precepto legal asocia el daño patrimonial cou- 

sodo del que debe responder el Estado a la conducta que 

no cumpla con los disposiciones legales y administrativas 

que deben observarse, lo que significa que no toma en 

cuenta la culpa o el dolo paro determinar la responsabili- 

dad patrimonial del Estado, sino el acto u omisión irregula- 

res del Estado, o1 incumplir con la normatividad propia y 

las disposiciones administrativos que debe observar en sus 

actuaciones y que, como consecuencia de ello, haya c a u ~  

sado el daño patrimonial al adminisfrado, de lo que derivo 

que a inclusión de la conducto irregular como causo gene- 

radora de su responsabilidad patrimonial, coincide con el 

sentido de responsabilidad oblefiva y directa contenida en 

el precepto constitucional citado.'" 

En la jurisprudencia 46 /2008,  el Pleno d e  la  Cor te se 

pronuncia por  la  validez del artículo 390 del Cód igo  Finan- 

ciero del Distrito Federal, d e  la manera siguiente: 
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El  referido precepto legal al establecer un catálogo de docu- 

mentos que servirán como justificantes del gasto corres- 

pondiente al pago de indemnizaciones derivadas de la 

responsabilidad por lo actuación administrativa irregu- 

lar del Distrito Federal, entre los que se comprenden los 

actas de diferentes dependencios de esa entidad como la 

Contraloría General, la Comisión de Derechos Humanos, 

el Tribunol de lo Contencioso Administrativo, cualquier 

órgano judicial competente y la Procuraduría Social, no viola 

el segundo párrafo del artículo 1 1  3 de la Constitución Polí- 

tica de los Estados Unidos Mexicanos, ya que el pago indem- 

nizatorio por un daño causado en los bienes o derechos 

de un particular no puede ser automático, pues es necesario 

el cumplimiento de  los requisitos legales poro su operoti- 

vidad, a saber, que se verifiquen aquellos que tiendan a 

acreditar la existencia real del daiio, que éste sea imputable 

al Estado, que haya existido el incumplimiento de un deber 

por acción o por omisión (la falta de servicio) y el nexo 

causal entre la actuación administrativa y el daño...47 

En la  iur isprudencia 45/2008, del imi tó  que  e l  art ículo 

392 del C ó d i g o  Financiero, impugnado,  v iola la  garantía d e  

audiencia,  p o r  las razones siguientes: 

El citado precepto, que establece la facultad del Distrito 

Federal para exigir de sus servidores públicos respoiisables 

del daiio causado el pago de la indemnización hecho o 

los particulares, mediante el procedimiento administrativo 

de eiecución, viola la garantía de audiencia contenido en 

el artículo 14 de lo Constitución Política de los Estados 

-. ~p 
" l b i d  p 720, f e r r  E l J .  4612008. de rubro: '"RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL 

ESTADO EL ART~CULO 390 DEL C Ó D G O  FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL VIGENTE 
EN 2004, N O  VIOLA EL ART~CULO 113, SEGUNDO PARRAFO. DE LA CONSTITUCON 
POLTCA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS; U S :  169426. 



Uliidos Mexicanos, ya que no prevé un piocedi~niento en 

el cual el servidor público al que se inipute lo fo to  causante 

del hecho dañoso que haya dado lugar al pago de la indem~ 

nizoción a particular tenga oportunidad para intervenir, 

con a posibildad de conocer las mputociones que se le 

hagan, aportar pruebas y realizar alegatos, asegurándosele 

el acceso a una defensa adecuada.'" 

E i i  lo iurisprudencia 42/2008 el Pleno de  la Suprema 

Cor te  d e  Justicia d e  lo Nación,  estableció el s igni f icado de  a 

responsabi l idad obiet ivo y d rec ta  a a luz de  la reforma cons- 

t i tucional de  2000, en los términos siguientes: 

A a luz del proceso legislativo de o adición o artículo 

1 13 de a Constitución Polt,ca de los Estados Unidos Mexi- 

conos, se advierte que a "responsabil~dad directa' significa 

que cuando en el eierc~cio de sus funciones e Estado 

genere daños a los particulares en sus bieiies o derechos, 

éstos podrón demandarla drectamente. sin tener que dernos- 

trar a ilicitud o el dolo del servidor que causó el daño 

reclamado, sino únicoinente la irregularidad de su ac tua~  

ción, y sin tener que demandar previamente a dicho servi- 

dor; mientras que lo "responsabilidad obiet iva es aquella 

en la que el particular no tiene e deber de soportar o s  

daños patrimoniales causados por una act iv~dad irregular 

del Estado, entendida ésto como los actos de la adminis- 

troción realizados de manero ilegal o anormal, es decr, 

sin atender a a s  condiciones normativas o a los parámetros 

creados por la propia adiiiiriistración." 

~~ ~ -~ 

l i > d ,  1' 722.  i r a s  P/ !  42 '2008.  <:e r i ib r r% 'RLSPONS4BlLlD,\U PATRIMONIAI DE! 
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ID11 ARTICULO 113 DE LA CON5TlTllClOlv P O I T C A  DE LOS E5TADOS JNIIIOS M F X I C A ~  
NC)1 , I l l S  1 hY1Z4 



LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL OBJETIVA Y DIRECTA DEL ESTADO 

Así, sin descalificar el mérito de las demás tesis, paro lo 

responsabilidad potrimonial los iurisprudencios más valiosos 

son los 42/2008 y 43/2008. Como comentario general se 

debe estimor que al  aceptar las premisas de la reforma consti- 

tucional de 14 de iunio de 2002, el Pleno de lo Suprema 

Corte de Justicia de lo Noción valida un régimen de respon- 

sabilidad potrimoniol del "Estado" que corece de los corocteres 

que se publicitoron. 

b )  Jurisprudencia que impacto en el trámite de  las accio- 

nes de  inconstitucionalidad 

En la jurisprudencia 41 /2008 se estableció que: 

. . l a  declaratoria de improcedencia no puede abarcar todo 

el texto del artículo relativo, sino únicamente la parte afec- 

tada por el nuevo acto legislativo, pues los párrafos intoca- 

dos subsisten formal y materialmente, al ser enunciados 

normativos contenidos en un artículo concreto motivo de 

un acto legislativo anterior que continúa vigente. Además, 

no podrá sobreseerse en la acción de inconstitucionalidad 

por la causal indicada cuando, a pesar de perder su vigen- 

cia con motivo de los nuevos actos legislativos, dichas nor- 

mas puedan producir efectos en el futuro.50 

Como se advierte, de lo actividad iurisdiccionol se generó 

una serie de criterios que orientarán en el futuro las occiones 
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de inconstitucionolidod, en lo que se refiere al sobreseimiento 

y, en la parte sustancial, lo que se relaciona con la acción de 

reparación del dano a cargo de la administración pública 

por actividad irregular. 

5. LOS ENUNCIADOS PRESCRIPTIVOS 
Y EL VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA 
EL MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSIO DIAZ 

Un aspecto importante del fallo en la acción de inconstitu- 

cionalidod 4/2004 lo representa el voto concurrente5' del 

Ministro José Ramón Cossío Díaz, en donde seiiala algunos 

argumentos en relación con la improcedencia de la acción 

de inconstitucionalidad respecto del artículo 389 del Código 

Financiero del Distrito Federal. Para el Ministro se debió sobre- 

seer de manera total el artículo 389 del Código Financiero 

del Distrito Federal, toda vez que las modificaciones que sufrió 

tal disposición dieron lugar a una nueva norma. 

Las razones del disenso con el dictamen de lo mayoría 

los plasma en el numeral I I I  de su voto concurrente, en los 

términos siguientes: 

1 .  En el presente osunto se debió sobreseer de manera 
total el artículo 389 del Código Financiero del Distrito 

Federal, todo vez que los modificaciones que sufrieron los 

párrafos segundo y tercero de dicha disposición dieron lugar 

a una nueva norma iurídica. 

Las normas iurídicas no se identifican necesariamente con 

el enunciado o precepto que las contiene. En pocos pala- 

I h < i .  Torno XXVI I ,  u 1 0  de 2008. p 11 15. IUS 21004 
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bras, un enunciado normativo es la redacción por la cual 

se expresa una norma. En cambio, la norma jurídica es el 

producto de la interpretación de un enunciado jurídico o 

su conjunto, en virtud de la cual se prohibe, permite u obligo 

uno conducto. 

En ese sentido, si se modifica uno de los enunciados iurídi- 

cosque forma parte de la norma iurídica, se podría cambiar 

el sentido de la misma. 

En el caso concreto, el legislador modificó en dos ocasiones 

el artículo 389 del Código Financiero del Distrito Federal. 

Mediante la primera reforma de veinticuatro de diciem- 

bre de dos mil cuatro, se incorporó al segundo párrafo un 

órgano responsable del pago de la indemnización corres- 

pondiente: la "delegación". En virtud de la segunda reformo 

de treinta de diciembre de dos mil cinco, se modificó el 

tercer párrafo de la referida disposición para sustituir la refe- 

rencia que hace al artículo 449 por el artículo 448, ambos 

del mismo Código Financiero. 

2. Lo que contemplo el artículo 389 del Código Financiero 

del Distrito Federal a partir de cuatro enunciados es una 

norma jurídica, y son los cuatro enunciados en concordan- 

cia con el resto de las disposiciones impugnadas las que 

están generando las condiciones de regulación del tema 

de responsabilidad del Estado. Los modificaciones a los 

dos enunciados iurídicos del mencionado artículo produ- 

jeron un cambio normativo y, en consecuencia, dieron lugar 

a una nueva norma iuridica. 

Es una misma norma iurídica porque únicamente tiene como 

finalidad obligar al Distrito Federal a pagar los daños que 

se causen a los bienes o derechos de los particulares con 

motivo de su actividad administrativa que no cumpla 



con a s  disposiciones legues y administrativas correspon- 

dientes. Asimismo, e cambio normat~vo se origirió por dos 

razones: la primera, la reforma agregó un órgano encar- 

gado de pagar de manero directo los daños cousodos, 

modificando sustancialmente la norma, es decir, alteró las 

condiciones de apl icació~i de la norma; y la segunda, en 

este caso el cambio de referencia de un artículo a otro no 

constituye una fe de erratas, pues mediante esta variación 

el legislador agregó supuestos normativos que  anterior^ 

niente no se incluían. 

Asi, se debió sobreseer de rnonera total el artículo 389 del 

Código Financiero del D~strito Federal, todo vez que las 

distintas reformas crearon una nueva norma jurídica. 

Cabe destacar que los distintos actos legislativos (las refor- 

mas) no son a razón primordial para determinar el sobre- 

seimiento o no de de los preceptos impugnados, lo que se 

tiene que tomar en cuenta para el anás is  de procedencia 

de los mismos es la alteración o las normas y no o s  distintos 

actos de modificación que realiza el Poder Legislativo. 

3. Dicho de otra manera, e artículo 389 del C ó d g o  F inan~ 

clero del Distrito Federal está integrado porvarios enuncio- 

dos lurídicos que forman una norma jurídica. Así, a mi 

iuicio, las modificaciones que sufrió este precepto tanto 

en diciembre de dos mil cuatro como en el mismo mes del 

ano siguiente dieron lugar a un cambio en e llamado 

riúcleo normativo, creando una nueva norma iurídica. 

E núcleo normativo se compone por los sguientes elementos: 

al Caracter las normas pueden indicar algo que debe ha- 

cerse (obligatorias), que algo no debe hacerse (prohibitivas) 

o que algo puede hacerse 
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b) Contenido: es aquella acción u omisión que la norma 

indica que está prohibida, que es obligatoria o que está per- 

mitida. Desde este punto de vista pueden ser abstractas, s i  

se refiere a un conjunto de acciones sin determinar, o con- 

cretas, si la acción o la clase de acciones son determinadas. 

c) Condición de aplicación: es el conjunto de circunstancias 

que han de darse para que la norma deba ser cumplida. 

A su vez, existen ciertos elementos que quedan fuera del 

núcleo normativo, que son los que siguen: 

a) Autoridad: es la persona u órgano de lo que emano la 

norma. 

b) Suieto normativo: es el destinatario de la norma. Según 

el sujeto normativo, las normas pueden ser generales, si 

se dirigen a una clase de personas -esto es, a aquellos 

individuos que comparten determinadas características o que 

están en la misma situación-; o particulares, si se dirigen 

a una persona o personas determinadas (por ejemplo, las 

sentencias) 

c) Ocasión: se trota de localización espacio temporal en 

que debe cumplirse el contenido de la norma. Puede 

hablarse de la ocasión espacial (el territorio en el que es 

aplicable la norma), y la ocasión temporal (el tiempo durante 

el cual es aplicable). 

d) Sanción: es lo consecuencia que se sigue del incum- 

plimiento. 

Es  importante precisar que estos elementos pueden encon- 

trarse en uno o más preceptos normativos, o pueden identi- 

ficarse en uno o varios enunciados iuridicos que conforman 
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un precepto normativo. En otras palabros, un artículo 

(precepto, disposición, enunciado, coniunto de enunciados) 

puede contener una o varias normas juridicas, para ello 

basta con identificar los elementos antes descritos en dicho 

articulo. 

En ese sentido, en la primera reforma relatada se ogregó 

un órgano encargado de pagar de manera directa los da-  

nos causados, es decir, se modificó una de las condiciones 

de aplicación, lo cual conllevó a un cambio normativo y 

la creación de una nueva norma. 

Asimismo, el hecho de que en la reforma del dos mil cinco 

se haya modificado el tercer párrafo del articulo impugnado 

para cambiar el precepto al cual se hace referencia -la 

norma vigente en el dos mil cuatro hacia alusión al articulo 

449 del Código Financiero del Distrito Federal-, no es 

una simple fe de erratas, sino un cambio en los condicio- 

nes de aplicación del núcleo normativo, toda vez que el 

nuevo artículo legal referido -el 448 del mismo cádigo- 

contempla supuestos que no habían sido previstos 

Por todo lo explicado, considero que se debió de sobreseer 

en su totalidad el artículo 389  del Código Financiero del 

Distrito Federal. 

Aunque la pos ic ión del  Ministro es minoritaria, c o n  inde-  

pendencia de  estar d e  acuerdo  o e n  desacuerdo c o n  su aná-  

lisis, el hecho d e  que  se apoye en una moderna  teoría de  lo 

n o r m a  pa ra  establecer los  caracteres d e  ésta, c o m o  l o  es 

la lógica deóntica de  Geo rg  Henrik von Wright, es po r  sí misma 

valiosa; sin embargo,  n o  podemos o lv idar  que  desde un  con-  
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texto estrictamente filosófico, las explicaciones sobre la 

"esencia" del derecho se debaten entre su carácter normativo 
o lingüístico. En este sentido, se debe ponderar cuidado- 

samente cual sería el impacto si una teoría normativa de estas 
características alcanza rango de explicación jurisprudencial 
para orientar las decisiones de los tribunales. 

El cuestionamiento debe ir en el sentido de establecer si 

esta explicación es la meior de las disponibles y hasta dónde 
es conciliable con las propias interpretaciones dominantes 

del foro mexicano. En primer lugar se encuentra la idea de 

que la norma iurídica se integra por dos elementos: el supuesto 
de hecho y las consecuencias [urídicas. Por otra parte, 

tampoco se debe olvidar que el artículo 14, párrafo final, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
parece abonar a la idea que la interpretación gramática - 

lingüística- es la que prima en nuestro régimen jurídico. 
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, Introducción a l  derecho, l a .  ed., corregida, México, 

Distribuciones Fontamara, 1998. 

CASTRO ESTRADA, Álvaro, Responsabilidad patrimonial del 

Estado, análisis doctr inal y jurisprudencia1 comparado. 

Propuesto Legislativa en México, pr. Pedro Zorrillo Martínez, 

México, Porrúa, 1997. 

, Análisis iurídico de la reforma constitucional que 

incorporó la responsabilidad patrimonial del Estado a la Cons- 



COMENTARIO DEL INSTITUTO DL NLFSTIGACONES IURIOICAS DE LA UNAM 139 

titución mexicano", en Cuestiones constitucionales, Revisto 

Mexicano de Derecho Constitucional, número 8, enero-junio 

2003, México, IIJ-UNAM, 2003. 

, Nuevo gorontío constitucional. La responsobilidod patri- 

monial del Estado, pr. Héctor Fix-Zomudio, México, Porrúo, 2005. 

FRAGA, Gobino, Derecho odministrotivo, rev. y oct. Manuel 

Froga, 390. ed., México, Porrúo, 1999. 

GARC~A DE ENTERR~A, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás-Ramón, 

Curso de derecho administrativo 11, 1 OO. ed., España, Thom- 

son-Civitos, 2006. 

GARC~A MÁYNEZ, Eduardo, Introducción al estudio del dere- 

cho, 41 o. México, Porrúo, 1990. 

KELSEN, Hons, Teoría general del Estodo, tr Luis Legaz Locom- 

bra, España, Labor, 1934. 

LÓPEZ DE LA CERDA, Julio, Estudio de lo responsabilidad 

civil proveniente de daños (Ensoyo de aplicación de la teoría 

del riesgo o lo responsabilidod por daños causados en la cons- 

trucción de edificios), México, Cultura, 1940. 

MIR PUIGPELAT, Oriol, l o  responsobilidod patrimonial de lo 

administración. Hacía un nuevo sistema, pr. Eduardo Garcío 

de Enterría, Modrid, Civitos, 2002. 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, los garantías 

individuoles. Porte general, México, Supremo Corte de Justicia 

de lo Nación, 2003. 



140 LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL OBJETIVA Y DIRECTA DEL ESTADO 

ZÚÑIGA URBINA, Francisco, "Responsabilidad patrimonial del 

Estado administrador (Algunas notas acerca de las obliga- 

ciones legales compensatorias)", en Universidad Nocional de 
Educación a Distancia, Boletín de lo Facultad de Derecho, 

Segunda Época, número 26, 2005. 


	image000.bmp
	image001.bmp
	image002.bmp
	image003.bmp
	image004.bmp
	image005.bmp
	image006.bmp
	image007.bmp
	image008.bmp
	image009.bmp
	image010.bmp
	image011.bmp
	image012.bmp
	image013.bmp
	image014.bmp
	image015.bmp
	image016.bmp
	image017.bmp
	image018.bmp
	image019.bmp
	image020.bmp
	image021.bmp
	image022.bmp
	image023.bmp
	image024.bmp
	image025.bmp
	image026.bmp
	image027.bmp
	image028.bmp
	image029.bmp
	image030.bmp
	image031.bmp
	image032.bmp
	image033.bmp
	image034.bmp
	image035.bmp
	image036.bmp
	image037.bmp
	image038.bmp
	image039.bmp
	image040.bmp
	image041.bmp
	image042.bmp
	image043.bmp
	image044.bmp
	image045.bmp
	image046.bmp
	image047.bmp
	image048.bmp
	image049.bmp
	image050.bmp
	image051.bmp
	image052.bmp
	image053.bmp
	image054.bmp
	image055.bmp
	image056.bmp
	image057.bmp
	image058.bmp
	image059.bmp
	image060.bmp
	image061.bmp
	image062.bmp
	image063.bmp
	image064.bmp
	image065.bmp
	image066.bmp
	image067.bmp
	image068.bmp
	image069.bmp
	image070.bmp
	image071.bmp
	image072.bmp
	image073.bmp
	image074.bmp
	image075.bmp
	image076.bmp
	image077.bmp
	image078.bmp
	image079.bmp
	image080.bmp
	image081.bmp
	image082.bmp
	image083.bmp
	image084.bmp
	image085.bmp
	image086.bmp
	image087.bmp
	image088.bmp
	image089.bmp
	image090.bmp
	image091.bmp
	image092.bmp
	image093.bmp
	image094.bmp
	image095.bmp
	image096.bmp
	image097.bmp
	image098.bmp
	image099.bmp
	image100.bmp
	image101.bmp
	image102.bmp
	image103.bmp
	image104.bmp
	image105.bmp
	image106.bmp
	image107.bmp
	image108.bmp
	image109.bmp
	image110.bmp
	image111.bmp
	image112.bmp
	image113.bmp
	image114.bmp
	image115.bmp
	image116.bmp
	image117.bmp
	image118.bmp
	image119.bmp
	image120.bmp
	image121.bmp
	image122.bmp
	image123.bmp
	image124.bmp
	image125.bmp
	image126.bmp
	image127.bmp
	image128.bmp
	image129.bmp
	image130.bmp
	image131.bmp
	image132.bmp
	image133.bmp
	image134.bmp
	image135.bmp
	image136.bmp
	image137.bmp
	image138.bmp
	image139.bmp
	image140.bmp
	image141.bmp
	image142.bmp
	image143.bmp
	image144.bmp
	image145.bmp
	image146.bmp
	image147.bmp



